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PROYECTO DE RESOLUCIÓN

Visto:
Que el pasado 15 de abril de 2024, el Poder Ejecutivo Nacional dio a conocer públicamente su propuesta de cubrir la vacante producida en la Corte Suprema de Justicia de la Nación por la renuncia de Elena Highton de Nolasco, postulando para ello al actual Juez Federal Ariel Lijo y por la jubilación del actual Juez Juan Carlos Maqueda, con la candidatura del académico Manuel José García Mansilla.
Que ambas propuestas, fueron formuladas en virtud de lo establecido en el artículo 99 inciso 4 de la Constitución Nacional y en el marco del Decreto N° 222/2003 (modificado por Decreto N° 267/24), que fija el mecanismo para la proposición de los candidatos a cubrir vacantes en la Corte Suprema por parte del Poder Ejecutivo Nacional, y
Considerando:
Que el anuncio efectuado por el Gobierno Nacional y publicado en el Boletín Oficial, no solo informó  los antecedentes curriculares de ambos candidatos sino que además, dio inicio al mecanismo legal por el cual los ciudadanos en general, las organizaciones no gubernamentales, los colegios y asociaciones profesionales, las entidades académicas y de derechos humanos pudieron por el plazo de quince días, presentar por escrito y de modo fundado y documentado, las posturas, observaciones y circunstancias que consideraron de interés respecto de los candidatos incluidos en el proceso de preselección.
Que fue así como la nominación de Ariel Lijo sumó 34 impugnaciones, en el proceso de consulta a la ciudadanía habilitado previo a las audiencias públicas.
Que entre las impugnaciones formuladas a este juez se destacan: por su trayectoria y desempeño, su situación patrimonial, sus opiniones y posiciones, por la no inclusión en la propuesta de ninguna mujer, desconociendo las disposiciones legales en cuanto a la diversidad de genero con a que debería contar la integración de la Corte Suprema.
Que de las impugnaciones presentadas, las formuladas por la Fundación Poder Ciudadano, la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ) y el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales (INECIP), revisten una particular relevancia. 
Que entre los casos presentados en las impugnaciones se destacan: “Yomagate”, la gestión de Gerardo Sofovich en Argentina Televisora Color (ATC) y la causa por el contrabando de armas a Ecuador y Croacia que tuvo en el centro del escenario   al ex presidente Carlos Saúl Menem y su cuñado, Emir Yoma. Causas que no generaron claridad sobre las responsabilidades de los funcionarios públicos implicados, incrementando la deslegitimación de la Justicia de cara a la ciudadanía, siendo todas ellas sinónimo de “impunidad” para la opinión pública. Además, el caso Ciccone y la demora para la detención de Amado Boudou. La demora en la tramitación de estos casos, se contrapone en tanto, que es una función primordial de jueces evitar dilaciones procesales que pudieran conducir a la impunidad de estos delitos. También emerge la situación patrimonial del Dr. Lijo, citando los casos de “Haras La Generación” y “Caledonia Seguros” donde Ariel Lijo habría ocultado su participación en dichas sociedades. 
Que Lijo es el magistrado que menos causas de corrupción ha tramitado, es el Juez que menos eficiencia ha demostrado, tanto por las inadmisibles dilaciones en las que ha incurrido (tiene causas abiertas hace 17, 18 y 26 años) como por los pocos casos elevados a juicio. Si bien la falta de elevación a juicio también puede obedecer a decisiones ajustadas a derecho, como las vinculadas a la falta de prueba suficiente, el bajo porcentaje que registra Lijo en ese aspecto también ha generado razonables dudas sobre su independencia.
Que en la causa YPF, donde la entonces Diputada Elisa Carrió denunció la adquisición en forma irregular del 25% de la compañía YPF por parte de la familia Eskenazi, el expediente no ha tenido avances significativos. Es innegable que el avance local de dicha causa podría haber evitado a la Argentina parte de la sanción por U$S 16.000.000.000 (dólares dieciséis mil millones) en el Juzgado de Nueva York presidido por la Jueza Loretta Preska.
Que en la causa Siemens, La empresa incurrió en dádivas a funcionarios públicos en la década del 90 y principios de este siglo para la confección de los Documentos Nacional de Identidad. En el proceso judicial llevado adelante en Estados Unidos, la propia empresa señaló a altos referentes del Poder Ejecutivo Nacional como receptores de las dádivas. Sin embargo, en 2019, el Dr. Ariel Oscar Lijo decidió archivar las actuaciones contra los máximos funcionarios implicados: Carlos Saúl Menem, Carlos Corach y Hugo Franco. Es decir que la sanción en otra jurisdicción y la declaración de la misma empresa no tuvieron efecto sancionatorio sobre la malversación de fondos y la defensa los intereses de la Administración Pública Nacional y el Estado argentino para la Justicia local.
Que en las investigaciones y dudas en materia de integridad e independencia del Dr. Ariel Oscar Lijo, este afrontó 15 procesos de investigación disciplinaria por parte del Consejo de la Magistratura: 5 desde 2006, 13 de ellos fueron desestimados, 1 caducó y el restante se encuentra en trámite desde 2022, sin Consejero asignado para su avance.
Que Lijo ocupa el tercer lugar entre los magistrados que acumulan más procesos investigativos en el Consejo de la Magistratura; antes que él solamente figuran el Dr. Claudio Bonadío con 32 procesos y el Dr. Daniel Rafecas con 21.
Que habiendo la ACIJ analizado el desempeño de Ariel Lijo en la investigación de causas de corrupción, señalando que ha tramitado 89 procesos de corrupción. De esas 89 causas, cerró 63 y mantiene 26 en etapa de instrucción, de las cuales 13 están en esa instancia hace más de una década (3 de ellas hace 17, 18 y 26 años), otras 12 hace más de 7 años y 1 hace más de 4 años. Resultando especialmente preocupante la demora en la tramitación de estos casos.
Que del total de causas tramitadas, sólo ha elevado 14 a juicio oral, siendo el cuarto juez penal federal que menos casos elevó (15,7%). Ariel Lijo ha tenido que investigar a presidentes de la Nación, ministros, titulares de organismos públicos, secretarios y subsecretarios de Estado, como a personas con cargos jerárquicamente menores. De los 8 casos que tenían a Presidentes/as siendo investigados/as, solo uno pasó a esta etapa, que corresponde al Caso Siemens (expediente CFP 2645/1999). En esta causa, no obstante, solo fueron procesados y elevados a juicio oral empresarios e intermediarios, pero no funcionarios públicos. Por otro lado, de las 33 causas en las que la persona investigada con rango más alto del PEN era un ministro o titular de un organismo descentralizado, desconcentrado o empresa pública, sólo se elevaron 5 casos a instancia oral. Para ACIJ, “Por estos motivos, el candidato en cuestión tiene la reputación de ser un juez que demora las causas con el afán de proteger a ciertas personas con poder. Esto ha desgastado su imagen pública y la confianza social en la judicatura que ejerce”.
Que de acuerdo con los datos publicados por el Consejo de la Magistratura, desde 2004 hasta la actualidad, Ariel Lijo recibió un total de 32 denuncias por mal desempeño o por la comisión de delitos en el ejercicio de su función. Algunas de sus causales fueron presuntos hechos de falta de investigación de causas de corrupción, dilación arbitraria de los tiempos procesales, enriquecimiento ilícito, asociación ilícita, lavado de dinero, coimas y tráfico de influencias.  Aun cuando el Consejo de la Magistratura nunca ha llegado a sancionarlo, esas denuncias generan un nivel de desconfianza en su persona que resulta impropio de un candidato a nuestro más alto tribunal, máxime cuando los rechazos de las denuncias están lejos de ser excepcionales en el Consejo de la Magistratura.
Que conforme a un estudio sobre las denuncias recibidas entre 1998 y 2019 por este organismo, el 94,14% fueron desestimadas, mientras que solo en un 1,2% de los casos se aplicó una sanción a un juez. Como surge de las resoluciones del Consejo, en algunos de los expedientes disciplinarios en los que se investigaba la actuación de Ariel Lijo no se han ordenado siquiera medidas de prueba. Este tipo de denuncias contribuyen a generar sospechas en torno a la idoneidad del candidato.
Que ACIJ también formula observaciones sobre la independencia del candidato al señalar que la propuesta para designar a Ariel Lijo genera dudas acerca de las posibles vinculaciones entre el candidato y funcionarios del Poder Ejecutivo. En particular, se señala su conexión con el actual Ministro de Justicia, Mariano Cúneo Libarona, quien fue su abogado defensor en la causa iniciada por la denuncia penal de la entonces diputada Elisa Carrió por supuestos asociación ilícita, lavado de activos y soborno (expediente CFP 13082/2018).
Que los estándares internacionales de independencia judicial exigen que cualquier juez no sólo esté libre de conexiones políticas y de influencias inapropiadas con el Poder Ejecutivo, sino que además debe tener apariencia de ser libre de éste a los ojos de un observador razonable. Ello no se cumple en el caso de Lijo, desde que el Ministro de Justicia que propone su candidatura es el mismo que lo patrocinó. Esta situación permite, cuanto menos, levantar sospechas sobre los vínculos intrincados y de posibles influencias indebidas que podrían existir entre un miembro del máximo tribunal del Poder Judicial y un alto miembro del Poder Ejecutivo.
Que en 2019, Corach blanqueó 16 millones de dólares en el marco de un blanqueo fiscal. En ese momento, la PROCELAC le advirtió a Lijo que había indicios para relacionar ese dinero con los sobornos del Caso Siemens, pero aquello fue rechazado en marzo de ese año por el juez Lijo, a pesar de que los ejecutivos alemanes había entregado como prueba ante la fiscalía de Munich una nota manuscrita que indicaba que Carlos Menem y Carlos Corach habían recibido 16 millones y 9,75 millones de dólares cada uno.
Que para INECIP, Lijo evidencia antecedentes académicos muy limitados. Es abogado recibido en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires en el año 1993, y luego de graduarse realizó entre los años 1999 y 2000 una Especialización en Administración de Justicia dictada por el Instituto Superior de Estudios para la Justicia en convenio con la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires. No obtuvo títulos de maestría ni de doctorado, y en los últimos 24 años no realizó ningún otro estudio. En cuanto a sus “trabajos de investigación y publicaciones”, sólo cuenta con 3 artículos de los cuales uno es una coautoría, una colaboración en un informe de consultoría y haber sido consultor en una Reunión Plenaria del Comité de Expertos del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción.
Por todo ello, este Honorable Concejo Deliberante sanciona con fuerza de 
RESOLUCIÓN

Artículo 1°): El Honorable Concejo Deliberante de 25 de Mayo, en el derecho que le confiere la Constitución Nacional y a su vez, haciendo uso  del mecanismo legal, por el cual los ciudadanos en general, las organizaciones no gubernamentales, los colegios y asociaciones profesionales, las entidades académicas y de derechos humanos pudieron por el plazo de quince días, presentar por escrito y de modo fundado y documentado, las posturas, observaciones y circunstancias que consideraron de interés respecto de los candidatos incluidos en el proceso de preselección, expresa su total repudio a la nominación del Juez Ariel Lijo a juez de la Suprema Corte de Justicia y se suma y adhiere a las presentaciones que cuestionan esta nominación por parte de Poder Ejecutivo Nacional. 
Artículo 2°): Se solicite a los demás Honorables Concejos Deliberante de la Provincia de Buenos Aires se pronunciarse en el mismo sentido de rechazar la candidatura del juez Ariel Lijo a la Suprema Corte de Justicia.
Artículo 3): De forma.

Firman los Concejales: Melian, Burgos, Fuentes, Biscione, Lance y Rivas


